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I. Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO
22593 INSTRUMENTO de Ratificación del Protocolo

contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra,
mar y aire que complementa la Convención
de las Naciones Unidas contra la Delincuencia
Organizada Transnacional, hecho en Nueva
York el 15 de noviembre de 2000.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

Por cuanto el día 13 de diciembre de 2000, el Ple-
nipotenciario de España, nombrado en buena y debida
forma al efecto, firmó en Palermo el Protocolo contra
el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire, que
complementa la Convención de las Naciones Unidas con-
tra la Delincuencia Organizada Transnacional, hecha en
Nueva York el 15 de noviembre de 2000,

Vistos y examinados el Preámbulo y los veinticinco
artículos de dicho Protocolo,

Concecida por las Cortes Generales la Autorización
prevista en el artículo 94.1 de la Constitución,

Vengo en aprobar y ratificar cuanto en el mismo se
dispone, como en virtud del presente lo apruebo y rati-
fico, prometiendo cumplirlo, observarlo y hacer que se
cumpla y observe puntualmente en todas sus partes,
a cuyo fin, para su mayor validación y firmeza, Mando
expedir este Instrumento de Ratificación firmado por Mí,
debidamente sellado y refrendado por el infrascrito
Ministro de Asuntos Exteriores.

Dado en Madrid, a veintiuno de febrero de dos mil dos.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Asuntos Exteriores,

JOSEP PIQUÉ I CAMPS

PROTOCOLO CONTRA EL TRÁFICO ILÍCITO
DE MIGRANTES POR TIERRA, MAR Y AIRE, QUE COM-
PLEMENTA LA CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNI-
DAS CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA

TRANSNACIONAL

PREÁMBULO

Los Estados Parte en el presente Protocolo,
Declarando que para prevenir y combatir eficazmente

el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire se
requiere un enfoque amplio e internacional, que conlleve
la cooperación, el intercambio de información y la adop-
ción de otras medidas apropiadas, incluidas las de índole
socioeconómica, en los planos nacional, regional e inter-
nacional,

Recordando la resolución 54/212 de la Asamblea
General, de 22 de diciembre de 1999, en la que la Asam-
blea instó a los Estados Miembros y al sistema de las
Naciones Unidas a que fortalecieran la cooperación inter-
nacional en la esfera de la migración internacional y
el desarrollo a fin de abordar las causas fundamentales
de la migración, especialmente las relacionadas con la
pobreza, y de aumentar al máximo los beneficios que
la migración internacional podía reportar a los intere-
sados, y alentó a los mecanismos interregionales, regio-
nales y subregionales a que, cuando procediera, se
siguieran ocupando de la cuestión de la migración y
el desarrollo,

Convencidos de la necesidad de dar un trato humano
a los migrantes y de proteger plenamente sus derechos
humanos,

Habida cuenta de que, pese a la labor emprendida
en otros foros internacionales, no existe un instrumento
universal que aborde todos los aspectos del tráfico ilícito
de migrantes y otras cuestiones conexas,

Preocupados por el notable aumento de las activi-
dades de los grupos delictivos organizados en relación
con el tráfico ilícito de migrantes y otras actividades
delictivas conexas tipificadas en el presente Protocolo,
que causan graves perjuicios a los Estados afectados,

Preocupados también por el hecho de que el tráfico
ilícito de migrantes puede poner en peligro la vida o
la seguridad de los migrantes involucrados,

Recordando la resolución 53/111 de la Asamblea
General, de 9 de diciembre de 1998, en la que la Asam-
blea decidió establecer un comité especial interguber-
namental de composición abierta con la finalidad de ela-
borar una convención internacional amplia contra la
delincuencia transnacional organizada y de examinar la
posibilidad de elaborar, entre otros, un instrumento inter-
nacional que abordara el tráfico y el transporte ilícitos
de migrantes, particularmente por mar,

Convencidos de que complementar el texto de la Con-
vención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia
Organizada Transnacional con un instrumento interna-
cional dirigido contra el tráfico ilícito de migrantes por
tierra, mar y aire constituirá un medio útil para prevenir
y combatir esta forma de delincuencia,

Han convenido en lo siguiente:

I. Disposiciones generales

Artículo 1

Relación con la Convención de las Naciones Unidas con-
tra la Delincuencia Organizada Transnacional

1. El presente Protocolo complementa la Conven-
ción de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Orga-
nizada Transnacional y se interpretará juntamente con
la Convención.
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2. Las disposiciones de la Convención se aplicarán
mutatis mutandis al presente Protocolo, a menos que
en él se disponga otra cosa.

3. Los delitos tipificados con arreglo al artículo 6
del presente Protocolo se considerarán delitos tipificados
con arreglo a la Convención.

Artículo 2

Finalidad

El propósito del presente Protocolo es prevenir y com-
batir el tráfico ilícito de migrantes, así como promover
la cooperación entre los Estados Parte con ese fin, pro-
tegiendo al mismo tiempo los derechos de los migrantes
objeto de dicho tráfico.

Artículo 3

Definiciones

Para los fines del presente Protocolo:
a) Por «tráfico ilícito de migrantes» se entenderá

la facilitación de la entrada ilegal de una persona en
un Estado Parte del cual dicha persona no sea nacional
o residente permanente con el fin de obtener, directa
o indirectamente, un beneficio financiero u otro beneficio
de orden material;

b) Por «entrada ilegal» se entenderá el paso de fron-
teras sin haber cumplido los requisitos necesarios para
entrar legalmente en el Estado receptor;

c) Por «documento de identidad o de viaje falso»
se entenderá cualquier documento de viaje o de iden-
tidad:

i) Elaborado o expedido de forma espuria o alterado
materialmente por cualquiera que no sea la persona o
entidad legalmente autorizada para producir o expedir
el documento de viaje o de identidad en nombre de
un Estado; o

ii) Expedido u obtenido indebidamente mediante
declaración falsa, corrupción o coacción o de cualquier
otra forma ilegal; o

iii) Utilizado por una persona que no sea su titular
legítimo;

d) Por «buque» se entenderá cualquier tipo de
embarcación, con inclusión de las embarcaciones sin
desplazamiento y los hidroaviones, que se utilice o pueda
utilizarse como medio de transporte sobre el agua, exclui-
dos los buques de guerra, los buques auxiliares de la
armada u otros buques que sean propiedad de un Estado
o explotados por éste y que en ese momento se empleen
únicamente en servicios oficiales no comerciales.

Artículo 4

Ámbito de aplicación

A menos que contenga una disposición en contrario,
el presente Protocolo se aplicará a la prevención, inves-
tigación y penalización de los delitos tipificados con arre-
glo al artículo 6 del presente Protocolo, cuando esos
delitos sean de carácter transnacional y entrañen la par-
ticipación de un grupo delictivo organizado, así como
a la protección de los derechos de las personas que
hayan sido objeto de tales delitos.

Artículo 5

Responsabilidad penal de los migrantes

Los migrantes no estarán sujetos a enjuiciamiento
penal con arreglo al presente Protocolo por el hecho
de haber sido objeto de alguna de las conductas enun-
ciadas en el artículo 6 del presente Protocolo.

Artículo 6

Penalización

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legis-
lativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar
como delito, cuando se cometan intencionalmente y con
el fin de obtener, directa o indirectamente, un beneficio
económico u otro beneficio de orden material:

a) El tráfico ilícito de migrantes;
b) Cuando se cometan con el fin de posibilitar el

tráfico ilícito de migrantes:

i) La creación de un documento de viaje o de iden-
tidad falso;

ii) La facilitación, el suministro o la posesión de tal
documento.

c) La habilitación de una persona que no sea nacio-
nal o residente permanente para permanecer en el Esta-
do interesado sin haber cumplido los requisitos para per-
manecer legalmente en ese Estado, recurriendo a los
medios mencionados en el apartado b) del presente
párrafo o a cualquier otro medio ilegal.

2. Cada Estado Parte adoptará asimismo las medi-
das legislativas y de otra índole que sean necesarias
para tipificar como delito:

a) Con sujeción a los conceptos básicos de su orde-
namiento jurídico, la tentativa de comisión de un delito
tipificado con arreglo al párrafo 1 del presente artículo;

b) La participación como cómplice en la comisión
de un delito tipificado con arreglo al apartado a), al inciso
i) del apartado b) o al apartado c) del párrafo 1 del
presente artículo y, con sujeción a los conceptos básicos
de su ordenamiento jurídico, la participación como cóm-
plice en la comisión de un delito tipificado con arreglo
al inciso ii) del apartado b) del párrafo 1 del presente
artículo; y

c) La organización o dirección de otras personas
para la comisión de un delito tipificado con arreglo al
párrafo 1 del presente artículo.

3. Cada Estado Parte adoptará las medidas legis-
lativas y de otra índole que sean necesarias para con-
siderar como circunstancia agravante de los delitos tipi-
ficados con arreglo al apartado a), al inciso i) del apartado
b) y al apartado c) del párrafo 1 del presente artículo
y, con sujeción a los conceptos básicos de su ordena-
miento jurídico, de los delitos tipificados con arreglo a
los apartados b) y c) del párrafo 2 del presente artículo
toda circunstancia que:

a) Ponga en peligro o pueda poner en peligro la
vida o la seguridad de los migrantes afectados; o

b) Dé lugar a un trato inhumano o degradante de
esos migrantes, en particular con el propósito de explo-
tación.

4. Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo
impedirá que un Estado Parte adopte medidas contra
toda persona cuya conducta constituya delito con arreglo
a su derecho interno.

II. Tráfico ilícito de migrantes por mar

Artículo 7

Cooperación

Los Estados Parte cooperarán en la mayor medida
posible para prevenir y reprimir el tráfico ilícito de migran-
tes por mar, de conformidad con el derecho internacional
del mar.
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Artículo 8

Medidas contra el tráfico ilícito de migrantes por mar

1. Todo Estado Parte que tenga motivos razonables
para sospechar que un buque que enarbole su pabellón
o pretenda estar matriculado en su registro, que carezca
de nacionalidad o que, aunque enarbole un pabellón
extranjero o se niegue a izar su pabellón, tenga en rea-
lidad la nacionalidad del Estado Parte interesado, está
involucrado en el tráfico ilícito de migrantes por mar
podrá solicitar la asistencia de otros Estados Parte a
fin de poner término a la utilización del buque para ese
fin. Los Estados Parte a los que se solicite dicha asistencia
la prestarán, en la medida posible con los medios de
que dispongan.

2. Todo Estado Parte que tenga motivos razonables
para sospechar que un buque que esté haciendo uso
de la libertad de navegación con arreglo al derecho inter-
nacional y que enarbole el pabellón o lleve matrícula
de otro Estado Parte está involucrado en el tráfico ilícito
de migrantes por mar podrá notificarlo al Estado del
pabellón, pedirle que confirme la matrícula y, si la con-
firma, solicitarle autorización para adoptar medidas apro-
piadas con respecto a ese buque. El Estado del pabellón
podrá autorizar al Estado requirente, entre otras cosas, a:

a) Visitar el buque;
b) Registrar el buque; y
c) Si se hallan pruebas de que el buque está invo-

lucrado en el tráfico ilícito de migrantes por mar, adoptar
medidas apropiadas con respecto al buque, así como
a las personas y a la carga que se encuentren a bordo,
conforme le haya autorizado el Estado del pabellón.

3. Todo Estado Parte que haya adoptado cuales-
quiera de las medidas previstas en el párrafo 2 del pre-
sente artículo informará con prontitud al Estado del pabe-
llón pertinente de los resultados de dichas medidas.

4. Los Estados Parte responderán con celeridad a
toda solicitud de otro Estado Parte con miras a deter-
minar si un buque que está matriculado en su registro
o enarbola su pabellón está autorizado a hacerlo, así
como a toda solicitud de autorización que se presente
con arreglo a lo previsto en el párrafo 2 del presente
artículo.

5. El Estado del pabellón podrá, en consonancia con
el artículo 7 del presente Protocolo, someter su auto-
rización a las condiciones en que convenga con el Estado
requirente, incluidas las relativas a la responsabilidad
y al alcance de las medidas efectivas que se adopten.
Los Estados Parte no adoptarán otras medidas sin la
autorización expresa del Estado del pabellón, salvo las
que sean necesarias para eliminar un peligro inminente
para la vida de las personas o las que se deriven de
los acuerdos bilaterales o multilaterales pertinentes.

6. Cada Estado Parte designará a una o, de ser nece-
sario, a varias autoridades para recibir y atender las soli-
citudes de asistencia, de confirmación de la matrícula
o del derecho de un buque a enarbolar su pabellón y
de autorización para adoptar las medidas pertinentes.
Esa designación será dada a conocer, por conducto del
Secretario General, a todos los demás Estados Parte den-
tro del mes siguiente a la designación.

7. Todo Estado Parte que tenga motivos razonables
para sospechar que un buque está involucrado en el
tráfico ilícito de migrantes por mar y no posee nacio-
nalidad o se hace pasar por un buque sin nacionalidad
podrá visitar y registrar el buque. Si se hallan pruebas
que confirmen la sospecha, ese Estado Parte adoptará
medidas apropiadas de conformidad con el derecho
interno e internacional, según proceda.

Artículo 9

Cláusulas de protección

1. Cuando un Estado Parte adopte medidas contra
un buque con arreglo al artículo 8 del presente Protocolo:

a) Garantizará la seguridad y el trato humano de
las personas que se encuentren a bordo;

b) Tendrá debidamente en cuenta la necesidad de
no poner en peligro la seguridad del buque o de su
carga;

c) Tendrá debidamente en cuenta la necesidad de
no perjudicar los intereses comerciales o jurídicos del
Estado del pabellón o de cualquier otro Estado intere-
sado;

d) Velará, dentro de los medios disponibles, por que
las medidas adoptadas con respecto al buque sean eco-
lógicamente razonables.

2. Cuando las razones que motivaron las medidas
adoptadas con arreglo al artículo 8 del presente Pro-
tocolo no resulten fundadas y siempre que el buque
no haya cometido ningún acto que las justifique, dicho
buque será indemnizado por todo perjuicio o daño su-
frido.

3. Toda medida que se tome, adopte o aplique de
conformidad con lo dispuesto en el presente capítulo
tendrá debidamente en cuenta la necesidad de no inter-
ferir ni causar menoscabo en:

a) Los derechos y las obligaciones de los Estados
ribereños en el ejercicio de su jurisdicción de confor-
midad con el derecho internacional del mar; ni en

b) La competencia del Estado del pabellón para ejer-
cer la jurisdicción y el control en cuestiones adminis-
trativas, técnicas y sociales relacionadas con el buque.

4. Toda medida que se adopte en el mar en cum-
plimiento de lo dispuesto en el presente capítulo será
ejecutada únicamente por buques de guerra o aeronaves
militares, o por otros buques o aeronaves que ostenten
signos claros y sean identificables como buques o aero-
naves al servicio de un gobierno y autorizados a tal fin.

III. Medidas de prevención, cooperación y otras
medidas

Artículo 10

Información

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 27
y 28 de la Convención y con miras a lograr los objetivos
del presente Protocolo, los Estados Parte, en particular
los que tengan fronteras comunes o estén situados en
las rutas de tráfico ilícito de migrantes, intercambiarán,
de conformidad con sus respectivos ordenamientos jurí-
dicos y administrativos internos, información pertinente
sobre asuntos como:

a) Los lugares de embarque y de destino, así como
las rutas, los transportistas y los medios de transporte
a los que, según se sepa o se sospeche, recurren los
grupos delictivos organizados involucrados en las con-
ductas enunciadas en el artículo 6 del presente Proto-
colo;

b) La identidad y los métodos de las organizaciones
o los grupos delictivos organizados involucrados o sos-
pechosos de estar involucrados en las conductas enun-
ciadas en el artículo 6 del presente Protocolo;

c) La autenticidad y la debida forma de los docu-
mentos de viaje expedidos por los Estados Parte, así
como todo robo o concomitante utilización ilegítima de
documentos de viaje o de identidad en blanco;
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d) Los medios y métodos utilizados para la ocul-
tación y el transporte de personas, la alteración, repro-
ducción o adquisición ilícitas o cualquier otra utilización
indebida de los documentos de viaje o de identidad
empleados en las conductas enunciadas en el artículo 6
del presente Protocolo, así como las formas de detec-
tarlos;

e) Experiencias de carácter legislativo, así como
prácticas y medidas conexas, para prevenir y combatir
las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente
Protocolo; y

f) Cuestiones científicas y tecnológicas de utilidad
para el cumplimiento de la ley, a fin de reforzar la capa-
cidad respectiva de prevenir, detectar e investigar las
conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Pro-
tocolo y de enjuiciar a las personas implicadas en ellas.

2. El Estado Parte receptor de dicha información
dará cumplimiento a toda solicitud del Estado Parte que
la haya facilitado en el sentido de imponer restricciones
a su utilización.

Artículo 11

Medidas fronterizas

1. Sin perjuicio de los compromisos internacionales
relativos a la libre circulación de personas, los Estados
Parte reforzarán, en la medida de lo posible, los controles
fronterizos que sean necesarios para prevenir y detectar
el tráfico ilícito de migrantes.

2. Cada Estado Parte adoptará medidas legislativas
u otras medidas apropiadas para prevenir, en la medida
de lo posible, la utilización de medios de transporte explo-
tados por transportistas comerciales para la comisión
del delito tipificado con arreglo al apartado a) del párra-
fo 1 del artículo 6 del presente Protocolo.

3. Cuando proceda y sin perjuicio de las conven-
ciones internacionales aplicables se preverá, entre esas
medidas, la obligación de los transportistas comerciales,
incluidas las empresas de transporte, así como los pro-
pietarios o explotadores de cualquier medio de trans-
porte, de cerciorarse de que todos los pasajeros tengan
en su poder los documentos de viaje requeridos para
entrar en el Estado receptor.

4. Cada Estado Parte adoptará las medidas nece-
sarias, de conformidad con su derecho interno, para pre-
ver sanciones en caso de incumplimiento de la obligación
enunciada en el párrafo 3 del presente artículo.

5. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de
adoptar medidas que permitan, de conformidad con su
derecho interno, denegar la entrada o revocar visados
a personas implicadas en la comisión de delitos tipi-
ficados con arreglo al presente Protocolo.

6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 27
de la Convención, los Estados Parte considerarán la posi-
bilidad de reforzar la cooperación entre los organismos
de control fronterizo, en particular, entre otras medidas,
estableciendo y manteniendo conductos de comunica-
ción directos.

Artículo 12

Seguridad y control de los documentos

Cada Estado Parte adoptará, con los medios de que
disponga, las medidas que se requieran para:

a) Garantizar la necesaria calidad de los documen-
tos de viaje o de identidad que expida a fin de que
éstos no puedan con facilidad utilizarse indebidamente

ni falsificarse o alterarse, reproducirse o expedirse de
forma ilícita; y

b) Garantizar la integridad y seguridad de los docu-
mentos de viaje o de identidad que expida o que se
expidan en su nombre e impedir la creación, expedición
y utilización ilícitas de dichos documentos.

Artículo 13

Legitimidad y validez de los documentos

Cuando lo solicite otro Estado Parte, cada Estado Par-
te verificará, de conformidad con su derecho interno y
dentro de un plazo razonable, la legitimidad y validez
de los documentos de viaje o de identidad expedidos
o presuntamente expedidos en su nombre y sospechosos
de ser utilizados para los fines de las conductas enun-
ciadas en el artículo 6 del presente Protocolo.

Artículo 14

Capacitación y cooperación técnica

1. Los Estados Parte impartirán a los funcionarios
de inmigración y a otros funcionarios pertinentes capa-
citación especializada en la prevención de las conductas
enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo y
en el trato humano de los migrantes objeto de esa con-
ducta, respetando al mismo tiempo sus derechos reco-
nocidos conforme al presente Protocolo o reforzarán
dicha capacitación, según proceda.

2. Los Estados Parte cooperarán entre sí y con las
organizaciones internacionales competentes, las orga-
nizaciones no gubernamentales, otras organizaciones
pertinentes y demás sectores de la sociedad civil, según
proceda, a fin de garantizar que en sus respectivos terri-
torios se imparta una capacitación de personal adecuada
para prevenir, combatir y erradicar las conductas enun-
ciadas en el artículo 6 del presente Protocolo, así como
proteger los derechos de los migrantes que hayan sido
objeto de esas conductas. Dicha capacitación incluirá,
entre otras cosas:

a) La mejora de la seguridad y la calidad de los
documentos de viaje;

b) El reconocimiento y la detección de los docu-
mentos de viaje o de identidad falsificados;

c) La compilación de información de inteligencia cri-
minal, en particular con respecto a la identificación de
los grupos delictivos organizados involucrados o sospe-
chosos de estar involucrados en las conductas enun-
ciadas en el artículo 6 del presente Protocolo, los méto-
dos utilizados para transportar a los migrantes objeto
de dicho tráfico, la utilización indebida de documentos
de viaje o de identidad para los fines de las conductas
enunciadas en el artículo 6 y los medios de ocultación
utilizados en el tráfico ilícito de migrantes;

d) La mejora de los procedimientos para detectar
a las personas objeto de tráfico ilícito en puntos de entra-
da y salida convencionales y no convencionales; y

e) El trato humano de los migrantes afectados y
la protección de sus derechos reconocidos conforme al
presente Protocolo.

3. Los Estados Parte que tengan conocimientos
especializados pertinentes considerarán la posibilidad de
prestar asistencia técnica a los Estados que sean fre-
cuentemente países de origen o de tránsito de personas
que hayan sido objeto de las conductas enunciadas en
el artículo 6 del presente Protocolo. Los Estados Parte
harán todo lo posible por suministrar los recursos nece-
sarios, como vehículos, sistemas de informática y lec-
tores de documentos, para combatir las conductas enun-
ciadas en el artículo 6.
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Artículo 15

Otras medidas de prevención

1. Cada Estado Parte adoptará medidas para cer-
ciorarse de poner en marcha programas de información
o reforzar los ya existentes a fin de que la opinión pública
sea más consciente de que las conductas enunciadas
en el artículo 6 del presente Protocolo son una actividad
delictiva que frecuentemente realizan los grupos delic-
tivos organizados con fines de lucro y que supone graves
riesgos para los migrantes afectados.

2. De conformidad con el artículo 31 de la Con-
vención, los Estados Parte cooperarán en el ámbito de
la información pública a fin de impedir que los migrantes
potenciales lleguen a ser víctimas de grupos delictivos
organizados.

3. Cada Estado Parte promoverá o reforzará, según
proceda, los programas y la cooperación para el desarro-
llo en los planos nacional, regional e internacional, tenien-
do en cuenta las realidades socioeconómicas de la migra-
ción y prestando especial atención a las zonas econó-
mica y socialmente deprimidas, a fin de combatir las
causas socioeconómicas fundamentales del tráfico ilícito
de migrantes, como la pobreza y el subdesarrollo.

Artículo 16

Medidas de protección y asistencia

1. Al aplicar el presente Protocolo, cada Estado Par-
te adoptará, en consonancia con sus obligaciones ema-
nadas del derecho internacional, todas las medidas apro-
piadas, incluida la legislación que sea necesaria, a fin
de preservar y proteger los derechos de las personas
que hayan sido objeto de las conductas enunciadas en
el artículo 6 del presente Protocolo, conforme a las nor-
mas aplicables del derecho internacional, en particular
el derecho a la vida y el derecho a no ser sometido
a tortura o a otras penas o tratos crueles, inhumanos
o degradantes.

2. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas
para otorgar a los migrantes protección adecuada contra
toda violencia que puedan infligirles personas o grupos
por el hecho de haber sido objeto de las conductas enun-
ciadas en el artículo 6 del presente Protocolo.

3. Cada Estado Parte prestará asistencia apropiada
a los migrantes cuya vida o seguridad se haya puesto
en peligro como consecuencia de haber sido objeto de
las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente
Protocolo.

4. Al aplicar las disposiciones del presente artículo,
los Estados Parte tendrán en cuenta las necesidades
especiales de las mujeres y los niños.

5. En el caso de la detención de personas que hayan
sido objeto de las conductas enunciadas en el artículo 6
del presente Protocolo, cada Estado Parte cumplirá las
obligaciones contraídas con arreglo a la Convención de
Viena sobre Relaciones Consulares, cuando proceda,
incluida la de informar sin demora a la persona afectada
sobre las disposiciones relativas a la notificación del per-
sonal consular y a la comunicación con dicho personal.

Artículo 17

Acuerdos y arreglos

Los Estados Parte considerarán la posibilidad de cele-
brar acuerdos bilaterales o regionales o arreglos ope-
racionales con miras a:

a) Adoptar las medidas más apropiadas y eficaces
para prevenir y combatir las conductas enunciadas en
el artículo 6 del presente Protocolo; o

b) Contribuir conjuntamente a reforzar las disposi-
ciones del presente Protocolo.

Artículo 18

Repatriación de los migrantes objeto de tráfico ilícito

1. Cada Estado Parte conviene en facilitar y aceptar,
sin demora indebida o injustificada, la repatriación de
toda persona que haya sido objeto de las conductas
enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo y
que sea nacional de ese Estado Parte o tuviese derecho
de residencia permanente en su territorio en el momento
de la repatriación.

2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de
facilitar y aceptar la repatriación de una persona que
haya sido objeto de las conductas enunciadas en el ar-
tículo 6 del presente Protocolo y que, de conformidad
con el derecho interno, tuviese derecho de residencia
permanente en el territorio de ese Estado Parte en el
momento de su entrada en el Estado receptor.

3. A petición del Estado Parte receptor, todo Estado
Parte requerido verificará, sin demora indebida o injus-
tificada, si una persona que ha sido objeto de las con-
ductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo
es nacional de ese Estado Parte o tiene derecho de resi-
dencia permanente en su territorio.

4. A fin de facilitar la repatriación de toda persona
que haya sido objeto de las conductas enunciadas en
el artículo 6 del presente Protocolo y que carezca de
la debida documentación, el Estado Parte del que esa
persona sea nacional o en cuyo territorio tenga derecho
de residencia permanente convendrá en expedir, previa
solicitud del Estado Parte receptor, los documentos de
viaje o autorización de otro tipo que sean necesarios
para que la persona pueda viajar a su territorio y rein-
gresar en él.

5. Cada Estado Parte que intervenga en la repatria-
ción de una persona que haya sido objeto de las con-
ductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo
adoptará todas las medidas que proceda para llevar a
cabo la repatriación de manera ordenada y teniendo debi-
damente en cuenta la seguridad y dignidad de la persona.

6. Los Estados Parte podrán cooperar con las orga-
nizaciones internacionales que proceda para aplicar el
presente artículo.

7. Las disposiciones del presente artículo no menos-
cabarán ninguno de los derechos reconocidos a las per-
sonas que hayan sido objeto de las conductas enun-
ciadas en el artículo 6 del presente Protocolo por el
derecho interno del Estado Parte receptor.

8. Nada de lo dispuesto en el presente artículo afec-
tará a las obligaciones contraídas con arreglo a cualquier
otro tratado bilateral o multilateral aplicable o a cualquier
otro acuerdo o arreglo operacional que rija, parcial o
totalmente, la repatriación de las personas que hayan
sido objeto de las conductas enunciadas en el artículo 6
del presente Protocolo.

IV. Disposiciones finales

Artículo 19

Cláusula de salvaguardia

1. Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo
afectará a los demás derechos, obligaciones y respon-
sabilidades de los Estados y las personas con arreglo
al derecho internacional, incluidos el derecho interna-
cional humanitario y la normativa internacional de dere-
chos humanos y, en particular, cuando sean aplicables,
la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados
de 1951 y su Protocolo de 1967, así como el principio
de non-refoulement consagrado en dichos instrumentos.

2. Las medidas previstas en el presente Protocolo
se interpretarán y aplicarán de forma que no sea dis-
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criminatoria para las personas por el hecho de ser objeto
de las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente
Protocolo. La interpretación y aplicación de esas medidas
estarán en consonancia con los principios de no dis-
criminación internacionalmente reconocidos.

Artículo 20

Solución de controversias

1. Los Estados Parte procurarán solucionar toda
controversia relacionada con la interpretación o aplica-
ción del presente Protocolo mediante la negociación.

2. Toda controversia entre dos o más Estados Parte
acerca de la interpretación o la aplicación del presente
Protocolo que no pueda resolverse mediante la nego-
ciación dentro de un plazo razonable deberá, a solicitud
de uno de esos Estados Parte, someterse a arbitraje.
Si, seis meses después de la fecha de la solicitud de
arbitraje, esos Estados Parte no han podido ponerse de
acuerdo sobre la organización del arbitraje, cualquiera
de esas Partes podrá remitir la controversia a la Corte
Internacional de Justicia mediante solicitud conforme al
Estatuto de la Corte.

3. Cada Estado Parte podrá, en el momento de la
firma, ratificación, aceptación o aprobación del presente
Protocolo o de la adhesión a él, declarar que no se con-
sidera vinculado por el párrafo 2 del presente artículo.
Los demás Estados Parte no quedarán vinculados por
el párrafo 2 del presente artículo respecto de todo Estado
Parte que haya hecho esa reserva.

4. El Estado Parte que haya hecho una reserva de
conformidad con el párrafo 3 del presente artículo podrá
en cualquier momento retirar esa reserva notificándolo
al Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 21

Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión

1. El presente Protocolo estará abierto a la firma
de todos los Estados del 12 al 15 de diciembre de 2000
en Palermo (Italia) y después de esa fecha en la Sede
de las Naciones Unidas en Nueva York hasta el 12 de
diciembre de 2002.

2. El presente Protocolo también estará abierto a
la firma de las organizaciones regionales de integración
económica siempre que, al menos, uno de los Estados
miembros de tales organizaciones haya firmado el pre-
sente Protocolo de conformidad con lo dispuesto en el
párrafo 1 del presente artículo.

3. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación,
aceptación o aprobación. Los instrumentos de ratifica-
ción, aceptación o aprobación se depositarán en poder
del Secretario General de las Naciones Unidas. Las orga-
nizaciones regionales de integración económica podrán
depositar su instrumento de ratificación, aceptación o
aprobación si por lo menos uno de sus Estados miembros
ha procedido de igual manera. En ese instrumento de
ratificación, aceptación o aprobación, esas organizacio-
nes declararán el alcance de su competencia con res-
pecto a las cuestiones regidas por el presente Protocolo.
Dichas organizaciones comunicarán también al deposi-
tario cualquier modificación pertinente del alcance de
su competencia.

4. El presente Protocolo estará abierto a la adhesión
de todos los Estados u organizaciones regionales de inte-
gración económica que cuenten por lo menos con un
Estado miembro que sea Parte en el presente Protocolo.
Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder
del Secretario General de las Naciones Unidas. En el
momento de su adhesión, las organizaciones regionales

de integración económica declararán el alcance de su
competencia con respecto a las cuestiones regidas por
el presente Protocolo. Dichas organizaciones comunica-
rán también al depositario cualquier modificación per-
tinente del alcance de su competencia.

Artículo 22

Entrada en vigor

1. El presente Protocolo entrará en vigor el nona-
gésimo día después de la fecha en que se haya depo-
sitado el cuadragésimo instrumento de ratificación, acep-
tación, aprobación o adhesión, a condición de que no
entre en vigor antes de la entrada en vigor de la Con-
vención. A los efectos del presente párrafo, los instru-
mentos depositados por una organización regional de
integración económica no se considerarán adicionales
a los depositados por los Estados miembros de tal orga-
nización.

2. Para cada Estado u organización regional de inte-
gración económica que ratifique, acepte o apruebe el
presente Protocolo o se adhiera a él después de haberse
depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación,
aceptación, aprobación o adhesión, el presente Protocolo
entrará en vigor el trigésimo día después de la fecha
en que ese Estado u organización haya depositado el
instrumento pertinente o en la fecha de su entrada en
vigor con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, cual-
quiera que sea la última fecha.

Artículo 23

Enmienda

1. Cuando hayan transcurrido cinco años desde la
entrada en vigor del presente Protocolo, los Estados Par-
te podrán proponer enmiendas por escrito al Secretario
General de las Naciones Unidas, quien a continuación
comunicará toda enmienda propuesta a los Estados Par-
te y a la Conferencia de las Partes en la Convención
para que la examinen y decidan al respecto. Los Estados
Parte en el presente Protocolo reunidos en la Conferencia
de las Partes harán todo lo posible por lograr un consenso
sobre cada enmienda. Si se han agotado todas las posi-
bilidades de lograr un consenso y no se ha llegado a
un acuerdo, la aprobación de la enmienda exigirá, en
última instancia, una mayoría de dos tercios de los Esta-
dos Parte en el presente Protocolo presentes y votantes
en la sesión de la Conferencia de las Partes.

2. Las organizaciones regionales de integración eco-
nómica, en asuntos de su competencia, ejercerán su
derecho de voto con arreglo al presente artículo con
un número de votos igual al número de sus Estados
miembros que sean Partes en el presente Protocolo.
Dichas organizaciones no ejercerán su derecho de voto
si sus Estados miembros ejercen, el suyo, y viceversa.

3. Toda enmienda aprobada de conformidad con
el párrafo 1 del presente artículo estará sujeta a rati-
ficación, aceptación o aprobación por los Estados Parte.

4. Toda enmienda refrendada de conformidad con
el párrafo 1 del presente artículo entrará en vigor res-
pecto de un Estado Parte noventa días después de la
fecha en que éste deposite en poder del Secretario Gene-
ral de las Naciones Unidas un instrumento de ratificación,
aceptación o aprobación de esa enmienda.

5. Cuando una enmienda entre en vigor, será vin-
culante para los Estados Parte que hayan expresado su
consentimiento al respecto. Los demás Estados Parte
quedarán sujetos a las disposiciones del presente Pro-
tocolo, así como a cualquier otra enmienda anterior que
hubiesen ratificado, aceptado o aprobado.
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Artículo 24

Denuncia

1. Los Estados Parte podrán denunciar el presente
Protocolo mediante notificación escrita al Secretario
General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efec-
to un año después de la fecha en que el Secretario Gene-
ral haya recibido la notificación.

2. Las organizaciones regionales de integración eco-
nómica dejarán de ser Partes en el presente Protocolo
cuando lo hayan denunciado todos sus Estados miem-
bros.

Artículo 25

Depositario e idiomas

1. El Secretario General de las Naciones Unidas será
el depositario del presente Protocolo.

2. El original del presente Protocolo, cuyos textos
en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igual-
mente auténticos, se depositará en poder del Secretario
General de las Naciones Unidas.

EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos,
debidamente autorizados por sus respectivos gobiernos,
han firmado el presente Protocolo.

ESTADOS PARTE

Fecha depósito
InstrumentoFirma

Albania . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12-12-2000 21- 8-2002 R
Alemania . . . . . . . . . . . . . . . . . 12-12-2000
Arabia Saudita . . . . . . . . . . . 10-12-2002
Argelia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 6- 6-2001
Argentina . . . . . . . . . . . . . . . . 12-12-2000 19-11-2002 R
Armenia . . . . . . . . . . . . . . . . . . 15-11-2001 1- 7-2003 R
Australia . . . . . . . . . . . . . . . . . . 21-12-2001
Austria . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12-12-2000
Azerbaiyán (*) . . . . . . . . . . . . 12-12-2000 30-10-2003 R
Bahamas . . . . . . . . . . . . . . . . . 9- 4-2001
Barbados . . . . . . . . . . . . . . . . . 26- 9-2001
Belarús . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 14-12-2000 25- 6-2003 R
Bélgica . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12-12-2000
Benín . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 17- 5-2002
Bolivia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12-12-2000
Bosnia y Herzegovina . . . 12-12-2000 24- 4-2002 R
Botswana . . . . . . . . . . . . . . . . 10- 4-2002 29- 8-2002 R
Brasil . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12-12-2000
Bulgaria . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13-12-2000 5-12-2001 R
Burkina Faso . . . . . . . . . . . . . 15-12-2000 15- 5-2002 R
Burundi . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 14-12-2000
Cabo Verde . . . . . . . . . . . . . . 13-12-2000
Camboya . . . . . . . . . . . . . . . . . 11-11-2001
Camerún . . . . . . . . . . . . . . . . . 13-12-2000
Canadá . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 14-12-2000 13- 5-2002 R
Comunidades Europeas 12-12-2000
Congo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 14-12-2000
Costa Rica . . . . . . . . . . . . . . . . 16- 3-2001 7- 8-2003 R
Croacia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12-12-2000 24- 1-2003 R
Chile . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 8- 8-2002
Chipre . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12-12-2000 6- 8-2003 R
Dinamarca . . . . . . . . . . . . . . . 12-12-2000
Ecuador (*) . . . . . . . . . . . . . . . 13-12-2000 17- 9-2002 R
El Salvador . . . . . . . . . . . . . . . 15- 8-2002
Eslovaquia . . . . . . . . . . . . . . . 15-11-2001
Eslovenia . . . . . . . . . . . . . . . . . 15-11-2001
España . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13-12-2000 1- 3-2002 R
Estados Unidos . . . . . . . . . . 13-12-2000

Fecha depósito
InstrumentoFirma

Estonia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 20- 9-2002
Filipinas . . . . . . . . . . . . . . . . . . 14-12-2000 28- 5-2002 R
Finlandia . . . . . . . . . . . . . . . . . 12-12-2000
Francia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12-12-2000 29-10-2002 R
Gambia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 14-12-2000 5- 5-2003 R
Georgia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13-12-2000
Grecia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13-12-2000
Guinea Ecuatorial . . . . . . . 14-12-2000
Guinea Bissau . . . . . . . . . . . 14-12-2000
Haití . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13-12-2000
Hungría . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 14-12-2000
India . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12-12-2002
Indonesia . . . . . . . . . . . . . . . . . 12-12-2000
Irlanda . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13-12-2000
Islandia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13-12-2000
Italia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12-12-2000
Jamaica . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13- 2-2002 29- 9-2003 R
Japón . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 9-12-2002
Kirguizistán . . . . . . . . . . . . . . 13-12-2000 2-10-2003 R
Lesotho . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 14-12-2000
Letonia (*) . . . . . . . . . . . . . . . . 10-12-2002 23- 4-2003 R
Líbano . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 26- 9-2002
Libia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13-11-2001
Liechtenstein . . . . . . . . . . . . 14- 3-2001
Lituania (*) . . . . . . . . . . . . . . . . 25- 4-2002 12- 5-2003 R
Luxemburgo . . . . . . . . . . . . . 12-12-2000
Macedonia, ex República

Yugoslava de . . . . . . . . . . 12-12-2000
Madagascar . . . . . . . . . . . . . . 14-12-2000
Malí . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 15-12-2000 12- 4-2002 R
Malta . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 14-12-2000 24- 9-2003 R
Mauricio . . . . . . . . . . . . . . . . . . 24- 9-2003 AD
México . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13-12-2000 4- 3-2003 R
Mónaco . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13-12-2000 5- 6-2001 R
Mozambique . . . . . . . . . . . . . 15-12-2000
Namibia . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13-12-2000 16- 8-2002 R
Nauru . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12-11-2001
Nigeria . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13-12-2000 27- 9-2001 R
Noruega . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13-12-2000 23- 9-2003 R
Nueva Zelanda . . . . . . . . . . 14-12-2000 19- 7-2002 R

D. Territorial: Inicialmente no aplicable
a Tokelau

Países Bajos . . . . . . . . . . . . . 12-12-2000
Panamá . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13-12-2000
Perú . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 14-12-2000 23- 1-2002 R
Polonia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 4-10-2001 26- 9-2003 R
Portugal . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12-12-2000
Reino Unido . . . . . . . . . . . . . . 14-12-2000
República Árabe Siria . . . 13-12-2000
República Checa . . . . . . . . 10-12-2002
República de Corea . . . . . 13-12-2000
República Democrática

Popular Lao (*) . . . . . . . . 26- 9-2003 AD
República Dominicana . . 15-12-2000
República Moldova . . . . . 14-12-2000
República Unida de Tan-

zania . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13-12-2000
Rumanía (*) . . . . . . . . . . . . . . 14-12-2000 4-12-2002 R
Rusia, Federación de . . . . 12-12-2000
Rwanda . . . . . . . . . . . . . . . . . . 14-12-2000
San Marino . . . . . . . . . . . . . . 14-12-2000
San Vicente y Las Grana-

dinas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 20-11-2002
Senegal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13-12-2000 27-10-2003 R
Seychelles . . . . . . . . . . . . . . . . 22- 7-2002
Sierra Leona . . . . . . . . . . . . . 27-11-2001
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Fecha depósito
InstrumentoFirma

Sri Lanka . . . . . . . . . . . . . . . . . 13-12-2000
Sudáfrica . . . . . . . . . . . . . . . . . 14-12-2000
Suecia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12-12-2000
Suiza . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2- 4-2002
Swazilandia . . . . . . . . . . . . . . 8- 1-2001
Tailandia . . . . . . . . . . . . . . . . . 18-12-2001
Tayikistán . . . . . . . . . . . . . . . . 8- 7-2002 AD
Togo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12-12-2000
Trinidad y Tobago . . . . . . . 26- 9-2001
Túnez (*) . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13-12-2000 14- 7-2003 R
Turquía . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13-12-2000 25- 3-2003 R
Ucrania . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 15-11-2001
Uganda . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12-12-2000
Uruguay . . . . . . . . . . . . . . . . . . 13-12-2000
Uzbekistán . . . . . . . . . . . . . . . 28- 6-2001
Venezuela . . . . . . . . . . . . . . . . 14-12-2000
Yugoslavia . . . . . . . . . . . . . . . 12-12-2000 6- 9-2001 R

R: Ratificación, AD: Adhesión
(*) Reservas y Declaraciones

Azerbaiyan.
Declaración:
«La República de Azerbaiyán declara que no puede

garantizar la aplicación de las disposiciones del Protocolo
en los territorios ocupados por la República de Armenia
hasta que dichos territorios se hayan liberado de esa
ocupación.»

Reserva:
«De conformidad con el párrafo 3 del artículo 20

del Protocolo, la República de Azerbaiyán declara que
no se considera vinculada por el párrafo 2 del artícu-
lo 20.»

«De conformidad con el párrafo 6 del artículo 8 del
Protocolo, la República de Azerbaiyán declara que se
ha designado al Ministerio de Transporte como autoridad
para recibir y atender las solicitudes de asistencia de
conformación de la matrícula o del derecho de un buque
a enarbolar su pabellón y de autorización para adoptar
las medidas pertinentes.»

Ecuador.
Declaración y reserva:
En lo que respecta al Protocolo contra el tráfico ilícito

de migrantes por tierra, mar y aire, el Gobierno de Ecua-
dor declara que los migrantes son víctimas del tráfico
ilegal de personas realizado por organizaciones crimi-
nales cuyo único objetivo es enriquecerse injusta e inde-
bidamente a costa de personas que desean realizar un
trabajo honrado en el extranjero.

Las disposiciones del Protocolo se deben entender
en concordancia con la Convención internacional sobre
la protección de los derechos de todos los trabajadores
migrantes y de los miembros de sus familias, adoptada
por la Asamblea General de las Naciones Unidas
en 1990, y con los instrumentos internacionales actuales
en materia de derechos humanos.

En ejercicio de los poderes mencionados en el artícu-
lo 20, párrafo 3, del Protocolo contra el tráfico ilícito
de migrantes por tierra, mar y aire, el Gobierno de Ecua-
dor formula una reserva en lo que respecta al artículo
20, párrafo 2, relativa a la solución de controversias.

Letonia.
«De conformidad con el artículo 8, párrafo 6 del Pro-

tocolo contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra,

mar y aire, que complementa la Convención de las Nacio-
nes Unidas contra la Delincuencia Organizada Transna-
cional, la República de Letonia designa a las siguientes
autoridades nacionales para recibir y atender a las soli-
citudes de asistencia de confirmación de matrícula o
del derecho de un buque a enarbolar su pabellón y de
autorización para adoptar las medidas pertinentes.»

Ministerio del Interior
Raina blvd 6,
Riga, LV-1050
Letonia
Teléfono: &plus;3717219263
Fax: &plus;3717271005
Página: http://www.iem.gov.lv

Ministerio de Transporte
Gogola iela 3,
Riga, LV-1743
Letonia
Teléfono: &plus;3717226922
Fax: &plus;3717217180
Correo electrónico: salmin&commat;sam.gov.lv
Página: http://www.sam.gov.lv

Lituania.

Reserva:

«Y en lo que respecta a lo dispuesto en el párrafo
3 del artículo 29 del Protocolo, la República de Lituania
desea declarar que no se considera vinculada por el
párrafo 2 del artículo 20, que dispone que todo Estado
Parte podrá someter cualquier controversia relativa a la
interpretación o aplicación del mencionado Protocolo a
la Corte Internacional de Justicia.»

República Democrática Popular de Laos.

Reserva:

«De conformidad con el párrafo 3, artículo 20, del
Protocolo contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra,
mar y aire, que complementa la Convención de las Nacio-
nes Unidas contra la Delincuencia Organizada Transna-
cional, la República Democrática Popular de Laos no
se considera vinculada por el párrafo 2, artículo 20, del
presente Protocolo. La República Democrática Popular
de Laos declara que es necesario el acuerdo de todas
las partes afectadas en una controversia para someter
al arbitraje de la Corte Internacional de Justicia toda
controversia relativa a la interpretación o aplicación del
presente Protocolo.»

Rumanía.

«De conformidad con el artículo 8, párrafo 6, del Pro-
tocolo complementario contra el tráfico ilícito de migran-
tes por tierra, mar y aire, la autoridad central rumana
designada para recibir las solicitudes de asistencia es
el Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Vivienda
(Blvd Dinicu Golescu n. 38, sector 1, Bucarest, telf.
2232981/fax 2230272).»

Túnez.

Reserva:

Al ratificar el Protocolo contra el tráfico ilícito de
migrantes por tierra, mar y aire, que complementa la
Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuen-
cia Organizada Transnacional, adoptado por la Asamblea
General de las Naciones Unidas el 15 de noviembre
de 2000, declara que no se considera vinculado por
el artículo 20, párrafo 2, del Protocolo, y afirma que
las controversias relativas a la interpretación o aplicación
del Protocolo sólo podrán someterse a la Corte Inter-
nacional de Justicia con su previo consentimiento.
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El presente Protocolo entrará en vigor de forma gene-
ral y para España el 28 de enero de 2004, de con-
formidad con lo establecido en su artículo 22.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 25 de noviembre de 2003.—El Secretario

general técnico del Ministerio de Asuntos Exteriores,
Julio Núñez Montesinos.

22594 CORRECCIÓN de erratas del Instrumento de
ratificación del Convenio entre España y Bél-
gica tendente a evitar la doble imposición y
prevenir la evasión y el fraude fiscal en materia
de impuestos sobre la renta y el patrimonio,
hecho en Bruselas el 14 de junio de 1995.

Advertidas erratas en la publicación del Convenio
entre España y Bélgica tendente a evitar la doble impo-
sición y prevenir la evasión y el fraude fiscal en materia
de impuestos sobre la renta y el patrimonio, hecho en
Bruselas el 14 de junio de 1995, efectuada en el «Boletín
Oficial del Estado» núm. 159, de 4 de julio de 2003,
se procederá efectuar la oportuna rectificación:

Página 26014, en el artículo 10.5, donde dice: «aun-
que los dividendos pagados o los beneficiarios no dis-
tribuidos», debe decir: «aunque los dividendos pagados
o los beneficios no distribuidos».

MINISTERIO
DE ASUNTOS EXTERIORES

22595 CANJE de Notas por el que se modifican los
artículos 11, 12 y 13 del Tratado de Inter-
cambio Cultural entre España y Uruguay de 13
de febrero de 1964, hecho en Montevideo
el 3 de marzo de 2000.

Montevideo, 3 de marzo de 2000.

Excmo. Sr. Dr. Didier Opertti Badan.
Ministro de Relaciones Exteriores.
Montevideo.

Señor Ministro:

Tengo el honor de dirigirme a Vuestra Excelencia en
referencia al Tratado de Intercambio Cultural entre Espa-
ña y Uruguay de 13 de febrero de 1964, en oportunidad
de proponer la modificación de los artículos 11, 12 y 13
del mismo en los términos acordados durante la Reunión
de Trabajo mantenida por las Delegaciones de ambos
países el día 17 de junio de 1999, cuya redacción, tal
y como se recoge en el Acta de dicha Reunión, será
la siguiente:

Artículo 11. Los certificados oficiales expedidos por
las autoridades competentes de cada país que acrediten
niveles educativos completos o estudios parciales corres-
pondientes a niveles educativos primario y secundario
o medio serán aceptados en los centros docentes del
otro país.

Artículo 12. Los títulos oficiales de educación superior
o que habiliten para el ejercicio legal de una profesión,
obtenidos en cualquiera de las Partes, serán reconocidos

por las autoridades competentes de la otra Parte, siempre
que dichos títulos correspondan a estudios que guarden
equivalencia en la duración de los estudios y/o carga hora-
ria, así como en las materias establecidas como obliga-
torias en los respectivos planes de enseñanza. En su caso
podrán someterse a examen en las materias que faltaren
para completar la equivalencia.

El reconocimiento producirá los efectos académicos
y profesionales que cada Parte contratante confiera a
sus propios títulos oficiales, sin perjuicio del cumplimien-
to de los requisitos no académicos exigidos por las legis-
laciones internas para el ejercicio legal de las profesio-
nes, que en ningún caso podrán suponer discriminación
por razón de la nacionalidad o del país de expedición
del título.

Artículo 13. Los estudiantes uruguayos y españoles
que ingresen en los Institutos públicos de enseñanza
de los países contratantes tendrán, respecto a matrícula,
exámenes y títulos, los mismos derechos que los nacio-
nales del otro país.

Si los términos antes referidos cuentan con la con-
formidad del Gobierno de la República Oriental del Uru-
guay, la presente Carta y la de respuesta de Vuestra
Excelencia constituirán un Acuerdo entre nuestros dos
Gobiernos que entrará en vigor en la fecha de la última
Nota Verbal intercambiada entre las Partes por la que
se comunique el cumplimiento de sus respectivos requi-
sitos internos en materia de tratados internacionales.

Hago propicia la oportunidad para reiterar a Vuestra
Excelencia las seguridades de mi más alta consideración.

Joaquín María de Arístegui y Petit

Montevideo, 3 de marzo de 2000.
A su Excelencia Joaquín María de Arístegui y Petit.
Embajador Extraordinario y Plenipotenciario del Reino
de España.
Montevideo.

Señor Embajador:

Tengo el honor de dirigirme a Vuestra Excelencia en
nombre del Gobierno de la República Oriental del Uru-
guay, a fin de hacer referencia a su Nota del día de
la fecha, sobre las modificaciones propuestas a los artícu-
los 11, 12 y 13 del Tratado de Intercambio Cultural
entre Uruguay y España, suscrito el 13 de febrero
de 1964, en los siguientes términos:

«Señor Ministro:
Tengo el honor de dirigirme a Vuestra Excelencia en

referencia al Tratado de Intercambio Cultural entre Espa-
ña y Uruguay de 13 de febrero de 1964, en oportunidad
de proponer la modificación de los artículos 11, 12 y 13
del mismo en los términos acordados durante la Reunión
de Trabajo mantenida por las Delegaciones de ambos
países el día 17 de junio de 1999, cuya redacción tal
y como se recoge en el Acta de dicha Reunión, será
la siguiente:

Artículo 11. Los certificados oficiales expedidos por
las autoridades competentes de cada país que acrediten
niveles educativos completos o estudios parciales corres-
pondientes a niveles educativos primario y secundario
o medio serán aceptados en los centros docentes del
otro país.

Artículo 12. Los títulos oficiales de educación superior
o que habiliten para el ejercicio legal de una profesión,
obtenidos en cualquiera de las Partes, serán reconocidos
por las autoridades competentes de la otra Parte, siempre
que dichos títulos correspondan a estudios que guarden
equivalencia en la duración de los estudios y/o carga hora-
ria, así como en las materias establecidas como obliga-
torias en los respectivos planes de enseñanza. En su caso


